CONTRADICCIÓN DE TESIS 41/2007-PL

contradicción de tesis 41/2007-PL. entre las sustentadas por la sala superior del tribunal electoral del poder judicial de la federación y la PRIMERA SALA DE LA suprema corte de justicia de la nación.

ponente: MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO.

secretariA: maRÍA ESTELA FERRER MAC GREGOR POISOT.
Visto Bueno:

México, Distrito Federal. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día veintiocho de noviembre de dos mil siete.
V I S T O S;   Y

R E S U L T A N D O:
Cotejo:
PRIMERO.- Por escrito presentado en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el once de septiembre de dos mil siete, Felipe Daniel Ruanova Zárate denunció la posible contradicción de tesis entre la sustentada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver los expedientes SUP-JDC-693/2007 y SUP-JDC-695/2007 y la establecida por la Primera Sala de este Alto Tribunal en su jurisprudencia 1a./J. 55/2006.
SEGUNDO.- Por acuerdo de veinticuatro de octubre de dos mil siete, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente contradicción de tesis y, una vez integrado el mismo, por acuerdos de cinco y quince de noviembre  del año citado, determinó dar vista al Procurador General de la República y turnar el asunto al Ministro Sergio Salvador Aguirre Anguiano, respectivamente.
Posteriormente, el Presidente de este Alto Tribunal envió el expediente a la Segunda Sala, cuya Presidenta lo radicó y devolvió al Ministro ponente para la formulación del proyecto de resolución respectivo.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99 de la Constitución General de la República, 10, fracción VIII, 236 y 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Primero, Segundo, Tercero, fracción VI, y Cuarto del Acuerdo General Plenario 5/2001, publicado en el Diario Oficial de la Federación de veintinueve de junio de dos mil uno, en virtud de que si bien se trata de una contradicción de criterios entre la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y la Primera Sala de este Alto Tribunal, resulta innecesaria la intervención del Tribunal Pleno pues, como se verá con posterioridad, aquélla es inexistente.
SEGUNDO.- La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima, conforme a lo dispuesto en los artículos 99 de la Constitución Federal y 236 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, ya que la formula Felipe Daniel Ruanova Zárate, quien fue parte en el juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano a que se refiere el expediente SUP-JDC-693/2007, en el que se dictó una de las resoluciones que intervienen en el presente asunto.
TERCERO.- La jurisprudencia número 1a./J. 55/2006 de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, septiembre de 2006, página 75, establece lo siguiente:

“IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio complejo que no sólo otorga a las personas la garantía de que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación con su contenido). El principio de igualdad debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, mientras que en otras estará permitido o, incluso, constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada. Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, de manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran importancia determinar en cada caso respecto de qué se está predicando con la igualdad, porque esta última constituye un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al Juez a ser especialmente exigente cuando deba determinar si el legislador ha respetado las exigencias derivadas del principio mencionado.”

La jurisprudencia transcrita se integró al resolverse los siguientes asuntos:
1.- Amparo directo en revisión 988/2004, fallado el veintinueve de septiembre de dos mil cuatro. En este asunto se reclamó la sentencia dictada en un toca penal por el Tribunal Unitario del Vigésimo Tercer Circuito y en la demanda de garantías se planteó la inconstitucionalidad de los artículos 70 y 90 del Código Penal Federal. En la ejecutoria pronunciada por la Primera Sala al fallar la revisión interpuesta en contra de la resolución dictada por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, se sostuvo, en esencia, lo siguiente:

a) Los criterios para determinar si el legislador respeta el principio de igualdad consagrado en el artículo 1° de la Constitución Federal, en los términos contenidos en la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006.

b) Los artículos 70 y 90 del Código Penal Federal, que establecen, respectivamente, los requisitos para que se sustituya la pena de prisión por otras medidas y los requisitos para el disfrute del beneficio de la condena condicional, no violan el principio de igualdad pues no tratan desigualmente a personas que se encuentren en similar situación jurídica y los criterios que contienen son racionales y proporcionales con la finalidad perseguida por el legislador y las normas supremas aplicables, por lo que se superan las condiciones impuestas para el debido respeto al referido principio de igualdad.

2.- Amparo en revisión 1959/2004, fallado el dieciséis de febrero de dos mil cinco. En este asunto se reclamaron los artículos 10 de la Ley del Servicio Militar Nacional y 38 de su Reglamento. En la ejecutoria pronunciada por la Primera Sala al fallar la revisión interpuesta en contra de la resolución dictada por la Juez Tercero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, se sostuvo, en esencia, lo siguiente:
a) Los criterios para determinar si el legislador respeta el principio de igualdad consagrado en el artículo 1° de la Constitución Federal; para definir lo anterior, invocó la tesis número 1a. CXXXII/2004, (que contiene el criterio que posteriormente constituirá la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006).
b) Los artículos 10 de la Ley del Servicio Militar Nacional y 38 de su Reglamento, que establecen las causas de excepción total o parcial para el servicio de las armas, no violan el principio de igualdad  pues las exclusiones que contienen responden a razones que justifican constitucionalmente la distinción en relación con quienes no se ubican en las hipótesis de exención.

3.- Amparo en revisión 1629/2004, fallado el veinticuatro de agosto de dos mil cinco. En este asunto se reclamaron los artículos 1°, 2° y 7° de la Ley del Impuesto al Activo de las Empresas, vigentes en dos mil dos, la Ley de Ingresos de la Federación para el año mencionado y el Decreto por el que se exime del pago de algunos impuestos, entre ellos, el mencionado, y se otorgan facilidades administrativas a diversos contribuyentes, publicado en el Diario Oficial de la Federación de treinta y uno de mayo de dos mil dos. En la ejecutoria pronunciada por la Primera Sala al fallar la revisión interpuesta en contra de la resolución dictada por el Juez Cuarto de Distrito en el Estado de Coahuila, se sostuvo, en esencia, lo siguiente:

a) El decreto reclamado establece una eximente de pago en materia de impuesto al activo y, por ello, no se afecta el sistema de determinación de ese gravamen pues sus elementos esenciales y los supuestos generales de causación y exención no son alterados, de suerte tal que formalmente no crea una categoría de contribuyentes; sin embargo, sí libera de la obligación de pago del impuesto, por lo que su diseño, establecimiento, administración y manejo debe atenerse a los postulados constitucionales que salvaguardan los derechos fundamentales de los gobernados.
b) El artículo 39, fracción I, del Código Fiscal de la Federación autoriza al Poder Ejecutivo para omitir el uso de sus facultades recaudatorias por medio de resoluciones de carácter general, en los casos autorizados en esa norma, que se refieren a situaciones de fuerza mayor o de emergencia, esto es, a circunstancias extraordinarias, y su ejercicio está sujeto al conjunto de garantías  que orientan el orden jurídico y al respeto de las disposiciones constitucionales que establecen límites y reglas al poder tributario estatal.

c) Los decretos que establecen meras eximentes y no exenciones no son susceptibles de analizarse a la luz del artículo 31, fracción IV, de la Constitución, esto es, de las garantías tributarias de legalidad, proporcionalidad y equidad, pero sí deben atender al principio de igualdad, precisándose que la garantía de equidad no tiene mayor o menor valor que la de igualdad pues la primera es una manifestación concreta de esta última. 

d) En la tesis número 1a. CXXXII/2004 (que contiene el criterio que posteriormente constituirá la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006), se determinan los criterios para establecer si el legislador respeta el principio de igualdad consagrado en el artículo 1° de la Constitución Federal.
e) El decreto reclamado, que exime del pago del impuesto al activo para el ejercicio de dos mil dos, a los contribuyentes cuyos ingresos y el valor de sus activos en el año anterior, no hayan excedido la cantidad de $14’700,000.00 (catorce millones, setecientos mil pesos 00/100 M.N.), no viola el principio de igualdad pues su finalidad es objetiva y constitucionalmente válida y la medida satisface los juicios de racionalidad y proporcionalidad, ya que el beneficio no se establece de manera discriminatoria, ni pretende favorecer a un sector determinado atendiendo a circunstancias arbitrarias o ficticias.

4.- Amparo en revisión 846/2006, fallado el treinta y uno de mayo de dos mil seis. En este asunto se reclamó la fracción LXX del artículo Segundo transitorio de la Ley del Impuesto sobre la Renta, publicada en el Diario Oficial de la Federación de primero de enero de dos mil dos. En la ejecutoria pronunciada por la Primera Sala al fallar la revisión interpuesta en contra de la resolución dictada por el Juez Primero de Distrito en Materia Administrativa en el Distrito Federal, se sostuvo, en esencia, lo siguiente:
a) La norma reclamada establece que las enajenaciones de acciones que se realicen a partir de su entrada en vigor, cuando deriven de operaciones efectuadas entre partes relacionadas, deberán reconocer el efecto que corresponde a las pérdidas pendientes de amortizar que hubiere sufrido la emisora de las acciones al momento de la adquisición, cuando ésta se hubiera efectuado en el año dos mil uno. 

b) Existe diferencia en los supuestos que actualizan los efectos tributarios de partes relacionadas y consolidación fiscal, por lo que al caso no son aplicables los criterios de la Suprema Corte en torno a la inoperancia de los planteamientos de inconstitucionalidad de quienes tributan bajo el régimen de consolidación fiscal, al que accedieron voluntariamente por ser de carácter optativo.

c) El principio de equidad exige que los gobernados reciban el mismo trato cuando se ubiquen en similar situación de hecho, por lo que cuando se establece un trato desigual es necesario que el mismo pueda justificarse razonablemente y obedezca a una finalidad legítima debidamente instrumentada, pues de lo contrario se traducirá en una discriminación que deberá excluirse del ordenamiento legal en lo que concierne a la parte quejosa, como ocurre cuando se trata de distinciones motivadas por origen étnico, nacionalidad, género, edad, capacidades diferentes, condición social o de salud, religión, opiniones, preferencias, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana o pretenda menoscabar los derechos y libertades, como lo establece el artículo 1° constitucional.

d) En la tesis número 1a. CXXXII/2004 (que contiene el criterio que posteriormente constituirá la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006), se determinan los criterios para establecer si el legislador respeta el principio de igualdad. Dado que la garantía de equidad es una manifestación en materia impositiva del principio de igualdad, el estudio de aquélla, en el caso que se analiza, no deja de exigir un examen comparativo entre dos grupos de personas.

e) La norma reclamada resulta contraria a la garantía de equidad pues si bien, en principio, podría estimarse que la distinción de trato que establece tiene una finalidad objetiva, lo cierto es que no existe razón válida para tal distinción de trato pues tanto los enajenantes de acciones adquiridas de partes relacionadas en dos mil uno, como los que venden acciones adquiridas de dichas partes en otros años, se ubican en el mismo supuesto normativo, por lo que debieron someterse a las mismas reglas para el cálculo del impuesto, ya que el hecho imponible no se ve afectado por la circunstancia de que la adquisición se hubiera llevado a cabo en el año mencionado y, por tanto, no se justifica incorporar las pérdidas pendientes de amortizar por la sociedad emisora antes de la adquisición.
5.- Amparo directo en revisión 537/2006, fallado el veintiocho de junio de dos mil seis. En este asunto se reclamó la sentencia dictada en un juicio fiscal por la Séptima Sala Regional Metropolitana del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y en la demanda de garantías se planteó la inconstitucionalidad del artículo 29 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, publicada en el Diario Oficial de la Federación de veintinueve de junio de mil novecientos setenta y seis. En la ejecutoria pronunciada por la Primera Sala al fallar la revisión interpuesta en contra de la resolución dictada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, se sostuvo, en esencia, lo siguiente:
a) Los agravios que reproducen de manera idéntica lo planteado en los conceptos de violación, así como aquellos que no combaten lo razonado en la sentencia recurrida, son inoperantes.

b) El Tribunal Colegiado sí examinó el planteamiento consistente en que la norma impugnada viola las garantías de igualdad y no discriminación al otorgar un trato diferente a los militares que se encuentran en situación de retiro respecto de los servidores públicos civiles, en virtud de que para calcular el haber de retiro de aquéllos no se consideran las compensaciones adicionales y los reconocimientos generales, mientras que respecto de los segundos se considera que el sobresueldo, las compensaciones adicionales y los reconocimientos generales forman parte del sueldo base de jubilación.
c) Se invoca el criterio de la Primera Sala contenido en la jurisprudencia número 1a./J. 81/2004 intitulada: “IGUALDAD. LÍMITES A ESTE PRINCIPIO.”, así como la tesis número 1a. CXXXII/2004 (que contiene el criterio que posteriormente constituirá la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006), concluyéndose que el trato distinto otorgado a los militares retirados respecto de los pensionados civiles no resulta discriminatorio ni violatorio del principio de igualdad, ya que no se encuentran en igualdad de circunstancias pues los primeros tienen una relación de naturaleza administrativa con la institución en la que prestan sus servicios, mientras que los demás servidores públicos tienen una relación laboral con el Estado, de suerte tal que la distinción de trato responde a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida y satisface el examen de racionalidad y proporcionalidad.
CUARTO.- La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano a que se refiere el expediente SUP-JDC-693/2007, el seis de julio de dos mil siete, sostuvo, en esencia, lo siguiente:
a) La pretensión del actor consiste en ser registrado por el Consejo Estatal Electoral del Estado de Baja California, como candidato independiente al cargo de Gobernador de la entidad, que le negó dicho Consejo por considerar que su solicitud de registro no reunía los requisitos exigidos por la Constitución y la Ley de Procesos Electorales, ambos ordenamientos del Estado mencionado, por no haber sido postulado por un partido político.

b) La negativa aludida no resulta violatoria de los ordenamientos locales citados ni del derecho internacional, ya que la legislación aplicable establece que sólo los partidos políticos tienen derecho a postular candidatos a los cargos de elección popular, pues si bien constituye una limitante derivada de las calidades o condiciones que los ciudadanos deben satisfacer para ejercer su derecho a ser votados, no representa una vulneración a los principios constitucionales, de los tratados internacionales y de las leyes, dado que éstos no prohíben las limitaciones o restricciones legales a los derechos político electorales, ni a los derechos fundamentales o humanos en general, siempre que sean objetivas y proporcionales.

c) Conforme al artículo 16 de la Constitución Federal, compete a las entidades federativas determinar la parte orgánica de sus elecciones y, por tanto, decidir si sólo los partidos políticos o coaliciones tienen derecho a postular candidatos a cargos de elección popular, o bien, permitir candidaturas independientes.
d) Por tanto, si el legislador del Estado de Baja California no ha previsto la posibilidad de que participen candidatos independientes en las elecciones de esa entidad, éstas deben ceñirse a este sistema normativo.

e) Son insuficientes los agravios que afirman que se negó al actor el registro a pesar de reunirse los requisitos legales exigidos para ello, vulnerándose sus derechos políticos, humanos y legales, dado que no se expresan razones que lo sustenten.

f) También es insuficiente el agravio consistente en que no se atendió a lo establecido por el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, cuya obligatoriedad refiere el artículo 133 de la Constitución Federal, ya que no lo expuso ante el Tribunal Electoral del Estado, además de que la autoridad invocó la tesis de la Sala Superior que establece que no resulta inconstitucional ni violatoria del derecho internacional, la negativa del registro como candidato independiente cuando la legislación aplicable establezca que sólo los partidos políticos podrán postular candidatos.
g) Por último, es insuficiente el agravio consistente en que el Instituto Electoral de la entidad faltó a sus deberes básicos de fortalecer la transparencia, agilidad y serenidad para fomentar la democracia, ya que no formó parte de la litis examinada por el Tribunal de Justicia Electoral del Estado en la sentencia impugnada.

Por otro lado, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el juicio para la protección de los derechos político electorales del ciudadano a que se refiere el expediente SUP-JDC-695/2007, resuelto el seis de julio de dos mil siete, sostuvo, en esencia, lo siguiente:
a) Es infundado el agravio que sostiene que el recurso de inconformidad debió desecharse, ya que el examen relativo a si el artículo 42 de la Constitución del Estado forma parte del orden jurídico nacional vigente implicaría un estudio de constitucionalidad, para lo cual no está facultado el Tribunal de Justicia Electoral de la entidad, así como porque si bien en la sentencia impugnada no se razona el por qué se asume un criterio diferente en torno al citado artículo 42 respecto del que se pronunció en una ocasión anterior, ello no actualiza una causa de improcedencia y, en el caso, la Sala Superior, en el juicio de revisión constitucional, no se pronunció sobre la interpretación de esa disposición legal, por lo que no existe cosa juzgada, ni el acto reclamado deriva de otro consentido. 

b) Es infundada la causa de improcedencia consistente en la falta de expresión de agravios en contra del acuerdo del Consejo Estatal Electoral de la entidad, que definió la interpretación del artículo 42, párrafo tercero, de la Constitución de la entidad, ya que se reitera lo expresado ante el Tribunal local sin combatir lo razonado por éste.

c) El artículo 42, párrafo tercero, citado, debe interpretarse en el sentido de que los Presidentes Municipales tienen permitido registrarse y ser electos como Gobernador de la entidad, aun cuando no hubieran concluido el periodo para el cual fueron electos, en armonía con los tratados internacionales, específicamente con los artículos 1°, 2°, 23, 29 y 30 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como con el artículo 41 de la propia Constitución local, que dispone que para el ejercicio del derecho a registrarse y ser electo es suficiente la separación del cargo con noventa días de anticipación 
d) La Sala Superior del Tribunal Electoral puede armonizar las disposiciones relacionadas con los derechos fundamentales tutelados en los tratados internacionales siempre que su contenido implique potencializar esos derechos reconocidos como principios en el sistema jurídico mexicano.
e) Los derechos fundamentales de carácter político electoral no son absolutos o ilimitados pues pueden ser objeto de ciertas restricciones permitidas en la legislación, siempre que no sean irracionales, injustificadas, desproporcionadas o que se traduzcan en privar de su esencia a cualquier derecho. Por tanto, las restricciones deben interpretarse de forma que garanticen el ejercicio efectivo de esos derechos.

f) El artículo 8°, fracción IV, inciso c), de la Constitución del Estado de Baja California reconoce el derecho fundamental de ser votado, al igual que los tratados internacionales. 

g) Interpretar gramaticalmente el artículo 42, tercer párrafo, de la citada Constitución, implicaría restringir el ejercicio del derecho a ser votado de la forma que se prevé en el artículo 41, fracción IV, del mismo ordenamiento y se reconoce en los tratados internacionales, pues se estaría frente a una limitación que no corresponde a calidades intrínsecas de la persona, ni resulta necesaria, proporcional e idónea para tutelar los principios rectores de una elección.
h) No es inherente a la persona porque conforme a la legislación local el cargo de Presidente Municipal se adquiere por reunir los requisitos en esa legislación previstos y por resultar electo en el proceso electoral correspondiente, y no es una medida necesaria, idónea y proporcional pues conforme a lo determinado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para ello se requiere que la restricción sea adecuada para alcanzar el fin propuesto, que no quepa una medida alternativa menos gravosa para el interesado y que no suponga un sacrificio excesivo del derecho relativo, a lo cual resulta también aplicable la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006 de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación intitulada: “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPECTA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.”
i) Interpretar la restricción contemplada en el artículo 42, párrafo tercero, de la Constitución local, en forma gramatical no permitiría el cumplimiento de los requisitos referidos y, en cambio, produciría la disminución de la participación ciudadana, el pluralismo político y la profesionalización de la carrera política en detrimento de la consolidación de un sistema democrático.

j) Por tanto, debe interpretarse esa limitación en relación con el artículo 41 de la propia Constitución local, con los tratados internacionales y con el criterio establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto del artículo 35, fracción II, de la Constitución Federal, máxime que la restricción no podría fundarse en el artículo 55, fracción V, párrafo segundo, de la Ley Fundamental, que contiene la limitación en el sentido de que quienes ocupen el cargo de Gobernador del Estado no podrán ser electos en sus respectivas jurisdicciones, ya que al ser una restricción debe interpretarse limitativamente y no extenderse a otros casos.
k) La interpretación gramatical del párrafo tercero del artículo 42 de la Constitución local, implicaría la asunción de un criterio incompatible con el principio rector del ejercicio de los derechos fundamentales garantizados, además de desconocerse los reconocidos al fallarse diverso juicio de revisión constitucional, en el que se sostuvo que el ejercicio válido de un derecho de participación política no admite ser base que impida su posterior ejercicio.
QUINTO.- Esta Segunda Sala estima que la presente contradicción de tesis debe declararse inexistente, de conformidad con los siguientes razonamientos.

Para que se genere una contradicción de tesis se requiere que concurran los siguientes elementos: a) que los órganos jurisdiccionales contendientes, al resolver los negocios jurídicos, examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y, no obstante ello, adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y, c) que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos.

Al respecto es aplicable, por identidad de razones, la jurisprudencia número P./J. 26/2001 del Tribunal Pleno, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIII, abril de 2001, página 76, que establece:
“CONTRADICCIÓN DE TESIS DE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. REQUISITOS PARA SU EXISTENCIA. De conformidad con lo que establecen los artículos 107, fracción XIII, primer párrafo, de la Constitución Federal y 197-A de la Ley de Amparo, cuando los Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios de amparo de su competencia, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o la Sala que corresponda deben decidir cuál tesis ha de prevalecer. Ahora bien, se entiende que existen tesis contradictorias cuando concurren los siguientes supuestos: a) que al resolver los negocios jurídicos se examinen cuestiones jurídicas esencialmente iguales y se adopten posiciones o criterios jurídicos discrepantes; b) que la diferencia de criterios se presente en las consideraciones, razonamientos o interpretaciones jurídicas de las sentencias respectivas; y, c) que los distintos criterios provengan del examen de los mismos elementos.”

En el presente caso, se advierte que no se produce la contradicción de tesis entre la establecida por la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver los amparos directos en revisión y amparos en revisión que dieron lugar a la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006 y la sostenida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al dictar resolución en los expedientes SUP-JDC-693/2007 y SUP-JDC-695/2007, ya que esos órganos jurisdiccionales no examinaron un mismo problema jurídico y, por tanto, no sostuvieron criterios divergentes.

En efecto, la Primera Sala de este Alto Tribunal se pronunció respecto de los criterios que permiten determinar si el legislador respeta el principio de igualdad consagrado en el artículo 1° de la Constitución Federal, y a la luz de esos criterios examinó la constitucionalidad de los artículos 70 y 90 del Código Penal Federal, 10 de la Ley del Servicio Militar Nacional, 38 de su Reglamento, Segundo transitorio, fracción LXX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 28 de la Ley del Instituto de Seguridad para las Fuerzas Armadas Mexicanas, así como del decreto por el que se exime del pago del algunos impuestos, entre ellos, el impuesto al activo, y se otorgan facilidades administrativas a diversos contribuyentes, publicado en el Diario Oficial de la Federación de treinta y uno de mayo de dos mil dos.
En cambio, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en sus resoluciones ningún pronunciamiento hizo en torno a los criterios conforme a los cuales debe decidirse si el legislador cumple con el principio de igualdad consagrado en el artículo 1° de la Ley Suprema, ni en relación a la constitucionalidad de las normas legales examinadas por la Primera Sala de este Alto Tribunal, ya que en una de esas resoluciones sólo se pronunció sobre la legalidad de la determinación del Consejo Estatal Electoral del Estado de Baja California para negar el registro de un candidato independiente al cargo de Gobernador de la entidad, y en la otra resolución respecto a la interpretación que debía darse al párrafo tercero del artículo 42 de la Constitución de dicho Estado, con motivo de la negativa a registrar a un Presidente Municipal para competir en la elección para ocupar el cargo de Gobernador. Es más, en esta última resolución, al interpretar el citado artículo, la Sala Superior se apoyó en el criterio jurisprudencial de la Primera Sala, además de lo determinado en diversos tratados internacionales y lo previsto en el artículo 41 de la propia Constitución local, para establecer que una interpretación gramatical en el caso que examinó, no permitiría el cumplimiento de los requisitos a que aluden ese criterio jurisprudencial y los tratados internacionales.
En consecuencia, no se produce la oposición de criterios denunciada, lo que se torna más evidente si se considera que en el escrito en que se hizo la denuncia respectiva, no se dio razón alguna tendente a demostrar tal oposición de criterios, sino que el denunciante lo que razonó, esencialmente, es que la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación sostiene criterios contradictorios al resolver los expedientes SUP-JDC-693/2007 y SUP-JDC-695/2007 y en ambos contradice la jurisprudencia número 1a./J. 55/2006, ya que al fallar los asuntos de su competencia no dio igual trato a quien pretendía obtener su registro como candidato independiente a la elección de Gobernador en el Estado de Baja California respecto del dado a quien pretendía se interpretara el artículo 42, párrafo tercero, de la Constitución local, para que se le autorizara participar en esa elección; esto es, lo que realmente señala el denunciante es que las resoluciones de la Sala Superior violan el criterio jurisprudencial de la Primera Sala porque no dan el mismo trato a las personas involucradas en uno y otro caso, mas no que en esas resoluciones se sostenga aspectos contradictorios en relación a los criterios fijados en la jurisprudencia para determinar si el legislador respeta el principio de igualdad. En efecto, en la parte relativa del escrito referido se señala:
“En efecto, aplicando un tratado internacional en el expediente 695/2007, se resuelve que el artículo 42 de la Constitución del Estado de Baja California, no es aplicable y por ende, ese ciudadano, puede ser candidato a Gobernador, entonces ¿por qué no se aplicó el mismo tratado internacional?, para qué el artículo que exige que el suscrito tenía que ser propuesto por un partido político, ¿por qué no se declaró también sin efecto legal alguno y ordenar (sic) su desaplicación?, y así, yo también pudiera ser candidato a Gobernador, es allí, donde se concentra la contradicción de tesis, entre las mismas sentencias 693/2007 y 695/2007 y ambas se contradicen con la jurisprudencia establecida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se identifica con el número 55/2006, donde le ordena a los tribunales tratar a los ciudadanos igual, porque así lo manda la Constitución del país en su artículo primero.
Principios Generales de derecho violados:

1. De supremacía normativa.

2. De congruencia.

Donde la ley no distingue, no cabe distinguir.

Donde la ley no distingue, el juzgador no tiene porqué hacerlo.

Donde rige la misma razón, debe aplicarse idéntica disposición.

De allí, mi inconformidad, que en un caso se aplica el tratado internacional conocido como Pacto de San José y, en consecuencia, vulnera la jurisprudencia sostenida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció (sic) el siguiente criterio de jurisprudencia:

‘IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESTE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL…’ (lo reproduce).

Por tanto, también se denuncia la contradicción de tesis entre la número 693/2007 y la diversa 695/2007 y la jurisprudencia 55/2006, esta última que ordena que los ciudadanos deben ser tratados en forma igual, de allí, que también se denuncia la contradicción de tesis entre la jurisprudencia expresada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la sentencia (sic) que se derivan de los expedientes 693/2007 en contraposición con la diversa número 695/2007, dando el trato desigual, de allí el fundamento de la denuncia que se presenta.”
De conformidad con todo lo razonado, resulta procedente declarar inexistente la presente denuncia de contradicción de tesis.
Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

ÚNICO.- No existe la contradicción de tesis a que este expediente se refiere.

Notifíquese y, en su oportunidad, archívese el expediente.

Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Mariano Azuela Güitrón, Genaro David Góngora Pimentel, Sergio Salvador Aguirre Anguiano y  la señora Ministra Presidenta Margarita Beatriz Luna Ramos. El Ministro José Fernando Franco González Salas, estuvo ausente por atender comisión oficial. Fue Ponente el tercero de los Ministros antes mencionados.

Firman la señora Ministra Presidenta y el señor Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala que autoriza y da fe.

PRESIDENTA

MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.

PONENTE

MINISTRO SERGIO SALVADOR AGUIRRE ANGUIANO.

SECRETARIO DE ACUERDOS

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.

Esta hoja forma parte de la contradicción de tesis 41/2007-PL. Entre las sustentadas por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Fallada el veintiocho de noviembre de dos mil siete, en el sentido siguiente: ÚNICO.- No existe la contradicción de tesis a que este expediente se refiere. Conste.
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